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REPUBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO OCTAVO ORAL ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA

_______________________________________________________________

Cartagena de Indias, quince (15) de mayo dos mil quince (2015).

	ACCIÓN
	ACCION DE GRUPO

	RADICACIÓN
	13-001-33-33-008-2004-02356-00

	DEMANDANTE
	ALFREDO CARDENAS -OTROS

	DEMANDADO
	 DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS  - CARDIQUE


Procede el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Cartagena a dictar sentencia dentro de la acción de grupo presentada por los señores LIGIA HERNÁNDEZ DE TOLOSA, MARTHA TOLÓSA HERNÁNDEZ, RICARDO TOLOSA HERNÁNDEZ, HELI MARMOLEJO LUNA, MARIA LUISA FIGUEROA DE MARMOLEJO, CLEMENTE LICONA GUZMÁN, ANA JUDITH MARTINEZ MARTINEZ, ALFREDO CARDENAZ CAREY, ELIZABET DIAZ DE CARDENAZ, ALEJANDRO LESMES, LETICIA VALLEJO DE MORENO, LUIS MORENO VALDEZ, GYSELA DE JESÚS GAVIRIA BOSSA, AVELINA BOSSA DE GAVIRIA, NANCY DEL CARMEN GAVIRIA GAVIRIA, GUSTAVO FRANCISCO GAVIRIA GAVIRIA, PURA RODRIGUEZ DE VALENCIA, ALFREDO VALENCIA RODRÍGUEZ, ALVARO ENRIQUE CASTAÑO COLINA, EVANGELISTA JULIO JULIO, HILDA ORTIZ DE JULIO, ALFONSO RICO JIMÉNEZ, LUIS ALFONSO RODRÍGUEZ ROSSI, ANDRES RODRÍGUEZ DE AVILA, JAIRO RODRÍGUEZ DE AVILA, ALFONSO ZAPATA JARAVA, CANDELARIA LOPEZ DE FUENTE, JUAQUIN FUENTES ARIZA, ALICIA PEDRAZA DE ROMERO, JULIO CESAR PACHECO DIAZ, GLADYS NISPERUZA DE PACHECO, SOR ELENA MOSQUERA DE DIEGO, ZUNILDA LUNA MARTINEZ, ARMANDO REVOLLEDO CABARCAS,MAMADA DE JESÚS MARTINEZ ANGULO, ALBA ROSA ALVARINO HERRERA, PATRIOLA ALVARINO HERRERA, a través de apoderado judicial, contra el DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS – CARDIQUE.  
I. LA DEMANDA

Por medio de escrito, la parte actora a través de apoderado judicial, presentó acción de grupos, en la cual se impetran las siguientes pretensiones y se narran los siguientes hechos.

PRETENSIONES
PRIMERO.- Que se declare administrativamente responsable al Distrito de Cartagena de Indias y a la CORPORACIÓN AUTONOMA DEL CANAL DEL DIQUE “CARDIQUE”, por los perjuicios ocasionados con motivo de las inundaciones periódicas que sufren los inmuebles propiedad de los demandantes o miembros del grupo.
SEGUNDO: Condenar en consecuencia, al Distrito de Cartagena de Indias, AGUAS DE CARTATGENA “ACUACAR”; CORPORACIÓN AUTONOMA DEL CANAL DEL DIQUE “CARDIQUE”,, como indemnización de los daños ocasionados, a pagar a cada uno de los demandantes o miembros del grupo, o quien represente legalmente sus derechos, los perjuicios de orden material en la modalidad de daño emergente y lucro cesante conforme lo que aparezca demostrado en el proceso.
TERCERO.- Pagar los perjuicios morales en una suma equivalente o superior a la cantidad de doscientos (200) Salarios Mínimos Mensuales Legales para cada uno de los demandantes o miembros del grupo, conforme a lo certificado por el Gobierno Nacional para la fecha de la ejecutoria de la sentencia que le ponga fin al proceso.
CUARTO.- La condena respectiva debe ser actualizada, tomando como base el índice de Precios al consumidor, y se reconocerán los intereses legales liquidados con la variación promedio mensual del índice de Precios al Consumidor, desde la fecha de ocurrencia de los hechos hasta cuando se le dé cabal cumplimiento a la sentencia que le ponga fin a esta acción.

QUINTO.- Que se ordene a las demandadas a pagar las costas del proceso y las agencias en derecho.
HECHOS
PRIMERO: los demandantes o miembros de este Grupo, somos propietarios de las Viviendas Ubicadas en la ribera o a lo largo de la hoya hidrográfica que recorre los barrios de la Alameda la Victoria, Villas de la Victoria, El Socorro, La Plazuela, Santa Mónica, El Cementerio Jardines de Cartagena, San Pedro, Los Alpes, Las Gaviotas y Olaya Herrera. La hoya hidrográfica en mención se encuentra identificada dentro del PLAN MAESTRO DE DRENAJES PLUVIALES DE CARTAGENA, con el número 58.
SEGUNDO: todo el sector donde están ubicadas las viviendas de los miembros del Grupo, desde hace algún tiempo sufren los rigores de GRAVES y PERMANENTES inundaciones en épocas de lluvia, las aguas penetran al interior de las viviendas, causando daños no solo a las mismas viviendas sino también los bienes muebles y lo peor poniendo en PELIGRO VIDAS HUMANAS.

TERCERO: los niveles de inundación y la fuerza de penetración de las aguas al interior de estas viviendas rebasan todos los niveles de tolerancia física, colocándonos a todos en condiciones de ser fácilmente arrastrados por las comentes tanto los niños como adultos y perecer AHOGADOS, como ya ha ocurrido antes en este sector.
CUARTO: Seguidamente explico como la negligencia del Distrito de Cartagena, Aguas de Cartagena y CARDIQUE, a llevado a colocar en estas condiciones las viviendas e inmuebles de los miembros de este Grupo. Hace más de 35 años se construyó por parte del Instituto De Crédito Territorial la urbanización EL SOCORRO, el cual era el último barrio pavimentado en sus calles en aquella época en ese sector, también existían otros focos urbanísticos en la zona pero muy incipientes y casi en un 100% sus calles sin losas de pavimento, estas urbanizaciones se encuentran ubicadas en la hoya Hidrográfica del Canal de San Pedro, donde confluyen los canales Del Socorro, San Femando, El Cementerio Jardines De Cartagena y el de Blaz De Lezo, en una extensión aproximada de 786 hectáreas. La hoya hidrográfica en mención se encuentra identificada dentro del PLAN MAESTRO DE DRENAJES PLUVIALES DE CARTAGENA, con el número 58.
QUINTO: el canal construido en el barrio el socorro que pasa por SANTA MONICA y que se extiende hasta San Pedro, fue diseñado y construido para soportar la concentración pluvial de acuerdo a la densidad poblacional de los barrios existentes hasta ese momento, siendo así hasta hace unos años atrás su funcionamiento era normal y óptimo.
SEXTO: Con el posterior proceso de urbanización de los barrios la Consolata, María Cano, Cesar Flórez, La Victoria, Los Jardines, San Pedro, San Femando, Alameda la Victoria, La Plazuela y adyacentes y más en la actualidad CIUDADELA 2000, con la desmedida pavimentación de calles. En la mencionada cuenca se produjo un impacto negativo sobre el curso y capacidad hidráulica del canal principal, debido a la densificación desmesurada y la falta de planeación en el desarrollo de la ciudad en esta zona, trayendo como consecuencias, inundaciones periódicas.
SEPTIMO: este fenómeno de urbanización de la cuenca mencionada, sin ningún tipo de planeación y control por parte de las autoridades del Distrito de Cartagena, y autoridades ambientales, produjo con el paso del tiempo mayor concentración de aguas pluviales, aumentando así el caudal de la cuenca progresivamente, causando inundaciones en los puntos más bajos, específicamente el comprendido en la zona adyacente que atraviesa paralelamente la carrera 78 de los BARRIOS EL SOCORRO, LA PLAZUELA, SANTA MÓNICA y SAN PEDRO.

OCTAVO: la anterior situación se ha visto agravada por los siguientes hechos:

7.1 En el barrio San Pedro, donde el canal atraviesa la carrera 54 frente a la Bomba Texaco y diagonal a la estación de aguas residuales de Blas de lezo, el Box Coulvert existente presenta poca capacidad hidráulica produciendo el remanso del canal aguas arriba y por ende una sobre elevación del nivel de agua que afecta zonas como las de Blas de Lezo y adyacentes.

NOVENO: en la administración García Romero (1994), el canal de Santa Lucia que entregaba sus aguas al canal de Blas de Lezo, después del Box Coulvert sobre la carretera de la cordialidad fue desviado a la altura de la intersección de la vía que comunica a la troncal de occidente con la cordialidad hasta entregar sus aguas al canal de San Pedro antes del Box Coulvert de la carretera del Bosque, produciendo un agravamiento de la situación anterior.
DECIMO: la Firma CONSTRUCTORA SANTA FE, adelantó un proyecto de vivienda multifamiliar en el lote detrás del multicentro la Plazuela, (Portal de Santa Mónica) que limita con los barrios El Socorro, La Plazuela y Santa Mónica. En dicho lote se realizó un relleno de aproximadamente 1.20 Mts. de altura sobre el cual se construyó dos bloque de apartamentos, eliminando así la función que como planicie de inundación tenia este lote, lo cual no permitía el represamiento de las aguas lluvias evitando las inundaciones. En el diseño original de este proyecto presentado ante la Curaduría Urbana que expidió la licencia de construcción, y ante CARDIQUE que otorgó licencia ambiental; Mno estaba contemplada el área necesaria para la ampliación del canal en este tramo, no se incluyeron los retiros que se plantean en sus diseños arquitectónicos, por lo que su condición actual es violatoria de todas las normas urbanísticas y ambientales de retiros”.
UNDECIMO: En el tramo del canal que corre paralelo al lote antes mencionado, entrega sus aguas el canal que proviene del Cementerio Jardines De Cartagena a través de tres tuberías de 30” pulgadas aproximadamente de las cuales una aparentemente no está en operación.
DECIMO SEGUNDO: justo después del punto anterior, la constructora Santa Fe, construyó UN PUENTE O PASO NIVEL DE ACCESO A LA URBANIZACIÓN, sobre el canal, agudizando el problema ya que además de ser insuficiente hidráulicamente el canal, este puente está ubicado inadecuadamente sobre una curva del cauce donde no existe una sobre elevación en las paredes del canal que impide el desplazamiento de la masa de agua hacia fuera debido a la fuerza centrífuga, por lo tanto el puente actúa como una barrera que provoca un represamiento del agua, aumentando exageradamente los niveles de inundación que han sobrepasado hasta más de 1.50 Mts. sobre el hombro del canal, colocando esta situación en estado CRITICO.
DECIMO TERCERO: Sobre el desarrollo de esta construcción y de las demás que se han realizado y se están llevando a cabo en este sector, se pueden destacar varios desaciertos por parte de las autoridades Distritales y ambientales; 1. En los estudios de Impacto Ambiental no se contemplan el problema histórico de la zona en referencia a la poca capacidad del canal; 2. CARDIQUE aprueba licencias ambiental sin realizar un estudio profundo de la situación del sector donde se llevan a cabo estos proyectos urbanísticos. 3. Las autoridades Distritales y Ambientales no ejercen ningún tipo de control a estos proyecto permitiendo la construcción de nuevos barrios y urbanizaciones olvidándose del aspecto ambiental relacionado con el desagüe de aguas pluviales. 4. A pesar de las quejas por parte de la Comunidad y la alerta del Procurador Agrario, las autoridades nunca han suspendido la construcción de nuevos centros urbanos en esta zona. 5. Las medidas que se han tomado por parte de las autoridades implicadas fueron tendientes a mitigar el problema más no a corregirlo, además estas medidas jamás han funcionaron, por el contrario han agravaron la situación. 6. El Distrito contrató una firma para la ampliación del canal, dicha construcción se realizó con muchas imperfecciones al punto que no ha dado resultado y se convirtió en otro problema más para los miembros del Grupo.
DECIMO CUARTO: como consecuencia de todo lo anterior, los miembros de este Grupo nos hemos visto seriamente afectados, como quiera que el embate de las aguas con su violenta arremetida han convertido nuestras viviendas en trampas mortales, además del deterioro e inutilidad de las mismas, hasta el punto de que estas han quedado fuera del comercio por no tener ningún valor, así mismo el arrastre de toda clase de reptiles como serpientes, material orgánico e inorgánico que contamina las aguas causando daño, sobre todo, en la salud de los menores de edad, mujeres embarazadas, así como el daño que se ha causado al medio ambiente, convirtiendo el hábitat que nos rodea en insano y dañino para todos nosotros, y que decir del impacto Psicológico que ha causado en todos, acentuándose en la población más vulnerable como son los menores de edad, como quiera que han sufrido en carne propia los sucesos desagradables acaecidos y el miedo y la zozobra que nos representa el hecho de percibir los signos inequívocos de las lluvias que se avecinan.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Constitución Política: Art. 2, 6, 58, 88, 90.

Ley 472 de 1998, art. 03, 46 y ss. 

RESPONSABILIDAD DEL DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS
En esta parte paso a explicar las consideraciones por las cuales es directamente responsable el Distrito de Cartagena de las condiciones desvalorización en que ha dejado las propiedades de los miembros de este grupo.
Seguidamente enuncio las normas constitucionales y legales en materia de planeación del suelo y de las aguas que el Distrito de Cartagena de Indias y demás autoridades han omitido su observancia reiterada de años y que ha arrojado este grave resultado, siendo ostensible el daño que se ha causado a los inmuebles de este sector.

1.El Saneamiento Ambiental, al igual que la Planeación Del Suelo, son servicios públicos que están a cargo del Estado, es deber y fin esencial de este garantizarles a todas las personas las condiciones básicas para un normal desarrollo de la vida individual y en comunidad, además no es dable a éste de por sí, ya sea por acción ú omisión de sus deberes constitucionales y legales, desmejorar los derechos y el nivel de vida que se ha fijado y menos causar detrimento al patrimonio de las personas sin justificación.

La Constitución Política en cuanto a estos deberes, se refiere en el artículo 311 cuando dice: “Al municipio como entidad fundamental de la división político - administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio... ” ....
El artículo 313 dice: “corresponde a los concejos: ...“Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda

2. En estos mismos términos ya se había referido el Código Nacional de Recursos Naturales Decreto 2811 de 1974 en su artículo 188- dice:...

“La planeación urbana comprenderá principalmente”:...
“La reglamentación de la construcción y el desarrollo de programas habitacionales según las necesidades de protección y restauración de la calidad ambiental y de la vida, dando prelación a las zonas con mayores problemas”...
Luego entonces al analizar esta relación de normas, se observa con mayor claridad que el Distrito de Cartagena y Cardique han incurrido en una violación sistemática por omisión en la aplicación de estas obligaciones, en la aplicación en los controles de construcciones de urbanizaciones sin licencias y en la falta de estudios de impacto ambiental, que deben ser sagradamente obligatorios tanto en los procesos de saneamiento ambiental como la planificación del territorio, la cual a su vez implica no solo la construcción de canales para el drenaje de las aguas lluvias, sino también la conservación e implementación de vías adecuadas según las necesidades de cada sector, todos estos son sin duda alguna, servicios públicos o funciones públicas que reposan en cabeza de la Administración Distrital por disposición de la misma Constitución Política y de normas de menor jerarquía. Es importante resaltar que la no observancia de estas normas y el debido control por parte de la Administración Distrital a permitido sin lugar a dudas el fenómeno ya anotado de las inundaciones que por lo visto, las soluciones no son posibles por lo menos en el corto plazo, colocando así en condiciones no aptas para la habitación, las viviendas propiedad de este grupo de personas.
Al detenernos analizar el caso aquí planteado, es evidente que las autoridades distritales han incurrido en una omisión reiterada de estas obligaciones constitucionales y legales que durante años han estado causando daño en el patrimonio de los habitantes de la zona en mención.
RELACIÓN CAUSAL
Sin embargo a manera de resumen y para un mejor entendimiento de los hechos veamos cual ha sido la relación causal de estos hechos y las omisiones de la administración con los daños generados y reclamados en esta demanda.

5.1. El canal del socorro y San Pedro fue construido hace más de 30 años para soportar escorrentías de la densidad propia de la época.
5.2. Luego se produjo la urbanización no planificada ni controlada de los barrios arriba. El responsable directo del control y planificación urbana es el Distrito de Cartagena y Cardique de un tiempo para acá.
5.3. El fenómeno de Urbanización y pavimentación genera mayor concentración de las aguas lluvias ya que la tierra pierde la capacidad de absorción.
5.4. Por lo anterior, el canal del socorro empieza a ser insuficiente produciéndose desbordamientos.
5.5. En la medida que aparecían más urbanizaciones y más calles pavimentadas, los niveles de las aguas lluvias que corren por el canal van aumentando. Lo que hace del fenómeno Urbanístico algo directamente proporcional a las inundaciones; más suelo cubierto - más nivel de aguas - más inundaciones.
5.6. En resumidas cuentas, las inundaciones son consecuencia directa del descuido de las autoridades Distritales de la Planificación del suelo, del control a las construcciones y urbanizaciones, a la desmesurada pavimentación sin prever los desagües y estas inundaciones han puesto en riesgo los Derechos Fundamentales de los reclamantes debido al daño material a sus viviendas.
Por otra parte, luego del estudio jurídico de las normas aquí citadas sobre planeación del suelo, de las aguas, del territorio, del control de las construcciones y del urbanismo, queda especialmente claro que el Distrito de Cartagena a través de sus autoridades OMITIO el deber constitucional y legal de dar aplicación a estos mandatos constituyéndose así en un hecho evidentemente e indiscutiblemente arbitrario al permitir construcciones y urbanizaciones a la vista de todos y de las autoridades, sin el control o sin el lleno de los requisitos legales y ambientales para llevarlos a cabo causando con ello daño a viviendas y demás propiedades legalmente adquiridas.
II. RAZONES DE LA DEFENSA  
EN CUANTO A LA RESPONSABILIDAD DEL DISTRITO DE CARTAGENA
Se opone a la responsabilidad que se le pretende endilgar a mi mandante, por cuanto no concurren en cabeza del Distrito de Cartagena, los elementos constitutivos de la responsabilidad como son la existencia de un hecho dañino, la generación de un daño y perjuicio, la relación de causalidad entre el hecho y el daño y, por supuesto, la posibilidad de imputar el daño a mi representado.

EXCEPCIONES DEMERITO
Formulo las siguientes excepciones de mérito como fundamentos de la defensa de mi representada, que a continuación se enuncian y explican
1) INEXISTENCIA OE LA VULNERACIÓN - OBLIGACIÓN

2) CADUCIDAD DE LA ACCIÓN - COBRO DE LO NO DEBIDO

4) LA INNOMINADA CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 306 DEL C. P. C., Y LAS DE PRESCRIPCIÓN. COMPENSACIÓN Y NULIDAD RELATIVA.

1) INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN- OBLIGACIÓN

Con los mismos argumentos con los que di respuesta a los hechos de la demanda, sustento la inexistencia de la obligación y, además, por cuanto el Distrito de Cartagena de Indias, ha cumplido con sus funciones de planificación y control urbanístico y ha tenido en cuenta la normatividad vigente en la época en que fueron concedidas las licencias de urbanismo de los barrios El Socorro, La Plazuela, Santa Mónica y San Pedro, Blas de Lezo y, además, se llevaron a cabo obras de canalización de las aguas pluviales en inmediaciones del sector en donde se encuentran ubicados los barrios
De otra parte en la presente acción el Distrito de Cartagena de indias, debe ser absuelto por no haber Incurrido en ninguna falla, pues no se configuran los elementos de la responsabilidad.
Es decir, deben configurarse —de manera concurrente—los siguientes elementos constitutivos de la responsabilidad: Existencia de una acción u omisión que generen un daño antijurídico y un perjuicio y que éstos últimos sean imputables al responsable en virtud de la relación causal entre el hecho u omisión y el perjuicio.
Veamos como en el asunto en estudio, tales requisitos brillan por su ausencia:

Hecho dañino: No existe prueba de la ocurrencia del hecho, que se dice generó el daño, y mucho menos de que hubiere sido generado por mi mandante. Por lo anterior, no se alcanza a establecer de manera inequívoca el primer elemento de la responsabilidad, es decir el hecho dañino, ya que tal evento no existió. El artículo 2341 del Código Civil, establece claramente que es responsable del daño persona que con su propia conducta la produce” y en el caso en estudio» la entidad demandada -DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS.- no produjo daño alguno.
Daño y perjuicio: El segundo elemento, es decir el daño, tampoco se ha causado por parte de mi mandante. Para que pueda generarse un daño es indispensable que exista un hecho y que —además— éste sea dañino. En el caso en estudio no se configuran ninguno de los dos requisitos previos a la ocurrencia del perjuicio.
Nexo causal e imputación del daño: Finalmente, el tercer elemento de la responsabilidad, cual es la relación de causalidad entre el hecho y el daño, no se presenta, ya que sin la existencia del hecho dañino y sin ei derecho para exigir la reparación por no haber sufrido daño ni perjuicio alguno, es imposible imputar la actividad dañina y endilgar responsabilidad a la hoy demandada, en concordancia con lo establecido en el artículo 2.341 según I a cual; “el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, as obligado a fa indemnización "
CADUCIDAD DE LA ACCION: De lo expuesto en los hechos de la demanda, se desprende que la causa que manifiesta el apoderado de los accionantes como generadora de) supuesto daño, ocurrió hace más de dos años, por lo tanto en la presente acción se ha configurado el fenómeno de la caducidad.

COBRO DE LO NO DEBIDO: Si mi poderdante no ha generado un hecho dañino, no se encuentra obligada a indemnizar por no serie exigible la obligación que se pretende por esta vía judicial. En consecuencia, la parte actora está realzando un cobro de lo no debido, por lo tanto, su reconocimiento constituye un enriquecimiento sin causa de los accionantes.
DE  LAS PRUEBAS
· Certificado del Distrito de Cartagena. 
· Copias de acción de tutela.

· Copias de matrícula Inmobiliaria.

· Certificado del cuerpo de Bombero; nivel del agua. 

· Constancia de queja presentada ante Cardique. 
· Constancia de control urbano distrital. 

· Informe técnico personería Distrital. 

· Testimonios.

· Concepto licencia ambiental.

· Contrato de construcción.

· Estudio de impacto ambiental.

III. TRAMITE DEL PROCESO

La demanda fue presentada ante el Tribunal Administrativo el 16 de diciembre de 2004. Mediante auto del 14 de febrero 2005, se admite y se ordena la notificación en medio masivo. 

El día 04 de octubre de 2005, se declara fallida la audiencia de conciliación. 

Por auto del 20 de febrero de 2006, se abre a pruebas.

Mediante auto de fecha 22 de noviembre de 2006, se aprehende el conocimiento del proceso de Septiembre del año 2013 y admitida por este 

El 26 de febrero se cierra el periodo probatorio y corre traslado para alegar. 

IV.  ALEGATOS DE CONCLUSION

DEMANDADO DISTRITO: El demandante, presentó Acción de Grupo contra el DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS con el fin de que se condene a pagar una indemnización por perjuicios causados a su juicio por el Distrito por lo tanto solicitan que se le condene a pagar daño emergente y lucro cesante. Además solicitan pago de perjuicios morales en un monto de 200 salarios mínimos mensuales legales a cada uno de los miembros del grupo.
Sea lo primero señalar que en el proceso no existe una sóla prueba que dé certeza de que el responsable de los supuestos daños haya sido el Distrito de Cartagena.
Recordemos que la Ley 472 de 1998 establece que las Acciones de Grupo tienen por objeto conseguir el reconocimiento y posterior pago de una indemnización de perjuicios. En ese orden de ideas, cuando estas se ejercitan ES NECESARIO DARLE AL JUEZ TODOS LOS ELEMENTOS PROBATORIOS que le permitan hacer el reconocimiento y estimación de los perjuicios lo cual no ocurrió en este proceso.
De conformidad con la línea jurisprudencial del Consejo de Estado la acción de grupo se configura a partir de la preexistencia de un daño que se busca reparar pecuniariamente y en forma individualizada, por lo tanto su ejercicio está sometido a unos requisitos sustanciales específicos, en cuanto a quien demanda, a quien se demanda, de quien es la responsabilidad, el daño y que exista una relación de causalidad entre el hecho generador del daño y el perjuicio. En ese orden de ideas, no existe en este proceso prueba de los supuestos daños pues los testigos -que entre otras cosas fueron tachados por la Abogada del Distrito desde el 1ero de julio de 2005 (folio 66) dado que en ellos se configuran circunstancias que afectan su imparcialidad en razón al interés directo que tienen en el resultado del presente proceso por ser moradores todos de los barrios objeto de la presente acción- se limitaron a decir que sus viviendas han sufrido daños y que han perdido su valor comercial, pero no existe evidencia que demuestre el dicho de los demandantes.
Téngase en cuenta su Señoría además los ASPECTOS TÉCNICOS DE IMPORTANCIA PARA EL PROCESO esbozados en el acápite así titulado en el escrito de contestación del Distrito de Cartagena que milita a folio 500 del expediente puesto que consideramos explican en gran parte la problemática planteada en este proceso.
Si bien existen en el expediente certificación del cuerpo de bomberos de las inundaciones del día 9 de noviembre de 2004 eso sólo confirma que en la ciudad se han presentado situaciones de orden climático y que es públicamente conocido que desbordaron todas las expectativas de las agencias meteorológicas.
A folio 369 aparece la prueba trasladada del juzgado 13 civil municipal en donde se aclaró por parte del distrito que la única situación presentada como urgencia en el barrio Santa Mónica fue la sucedida en el año 1999 y la cual quedó registrada en los libros de control del cuerpo de Bomberos del Distrito y que los hechos que dieron origen esa urgencia fue el vertimiento de basuras por parte de la misma comunidad a los canales adyacentes al barrio y en consecuencia se produjo un taponamiento que ocasionó el desbordamiento de las aguas de su cauce normal.
También se dejó claro por parte del Distrito de Cartagena que a éste no le corresponde otorgar licencias de construcción pues esa facultad está en cabeza de las curadurías y que el tema ambiental le corresponde al EPA.
Finalmente solicito al despacho decrete la prosperidad de las excepciones propuestas por el Distrito de Cartagena en sus dos escritos de contestación de la demanda y la consecuente desestimación de las pretensiones de la demanda.
CARDIQUE: Sea lo primero manifestar, que desde el primer momento en que la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE - CARDIQUE., contestó la demanda referenciada, nos opusimos a todas las pretensiones de los accionantes, porque de conformidad con la Ley 99 de 1993, la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE - CARDIQUE, es la encargada de adminsitrar dentro el área de su jurisdicción el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente.
De todo lo expuesto por los actores, delimitamos los hechos o circunstancias por las cuales se vincula a la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE, en lo referente a la supuesta responsabilidad por aprobar licencia ambiental, si se realizan estudios profundos de la situación donde se llevan a cabo proyectos urbanísticos.
Al respecto le precisamos al despacho, que la función de la Corporación en lo relacionado con las construcciones de viviendas o urbanizaciones como la Santa Fe, y por la cual se nos llama a este proceso.
Dejamos claro que para la construcción del Proyecto Urbanístico Portal de Santa Mónica, la constructora Santa Fe, presento a mí representada, solicitud de aprobación del plan de mitigación, sobre el cual se hicieron varios requerimientos y correcciones, para evitar problemas de inundaciones y las especificaciones técnicas. Requerimientos que fueron atendidos por la constructora, por lo cual la subdirección de Gestión Ambiental de Cardique, determino viable técnicamente aprobar el Plan de Mitigación presentado por la constructora, con ciertas recomendaciones, entre ellas las que determinara el Distrito de Cartagena.
Esto, para manifestar que la Corporación Autónoma Regional del Canal del Dique, cumplió con todos los protocolos establecido en la ley, por lo cual no le asiste ningún tipo de responsabilidad en esta acción por los perjuicios que se ie pudieron haber ocasionado a los propietarios de dichas viviendas.

A hora bien, también manifestamos que le dimos trámite a una queja presentada a la Corporación por un edil de la ciudad, iniciando los trámites administrativos conducentes y en contra de la constructora Santa Fe, debido al supuesto desconocimiento de normas ambientales en la construcción del proyecto Urbanístico, lo cual motivó una visita técnica conceptuándose que la construcción del puente no había sido contemplado en la resolución 0331 de julio 8 de 1.998, por lo cual se ordenó formular cargos. Expediente que posteriormente se remitió a la EPA, por falta de competencia por parte de Cardique para actuar respecto a éste asunto, por ser una problemática Ambiental dentro del perímetro urbano del Distrito de Cartagena, y por lo tanto, debía ser asumido por la autoridad ambiental Distrital.
Estando así las cosas, de probarse algunos hechos vulneratorios de normas nacionales y locales por parte de la Constructora, en su momento Cardique actuó conforme le correspondía administrativamente, recayendo la responsabilidad desde el año 2006, en el Establecimiento Público Ambiental - EPA.
A hora bien, en gracia de discusión, no existe ningún elemento material probatorio dentro del proceso, donde se pueda inferir razonablemente algún tipo de responsabilidad administrativa o patrimonial a la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE,” CARDIQUE”,
Por todo lo anterior, señor le solicito muy respetuosamente, que al momento de dictar sentencia, se exonere de cualquier responsabilidad, a la CORPORACION AUTONOAAA REGIONAL DEL CANAL DEL DIQUE,” CARDIQUE”, por los argumentos anteriormente expuestos.
MINISTERIO PÚBLICO:

El señor agente del Ministerio Público se abstuvo de emitir concepto.
 V.  CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
Atendiendo a la naturaleza del asunto y de acuerdo a las competencias establecidas en la ley, procede el Despacho  a proferir sentencia dentro del presente proceso. 

PROBLEMA JURIDICO.
1. Existe responsabilidad administrativa y patrimonial por parte al Distrito de Cartagena de Indias y a la CORPORACIÓN AUTONOMA DEL CANAL DEL DIQUE “CARDIQUE”, por los perjuicios ocasionados con motivo de las inundaciones periódicas que sufren los inmuebles propiedad de los demandantes o miembros del grupo.

2. Existen los elementos necesarios para que se declare la indemnización en sede constitucional y en especial en la Acción de Grupo el daño que presuntamente presentan los habitantes del sector de la ciudad que se ven afectados por la inundaciones que se presentan en época invernal?.

TESIS DEL DESPACHO

La acción de grupo, consagrada en el artículo 88 de la Constitución Política y reglamentada en los artículos 3, 46 a 67 y demás normas concordantes de la ley 472 de 1998, puede ser interpuesta por un número plural de personas con el objeto de obtener la reparación de los daños a ellas causados. 

Se trata de una acción eminentemente reparatoria que propende por la economía procesal y la agilidad en la administración de justicia, siempre y cuando quienes la ejerciten reúnan condiciones especiales que los identifiquen como un grupo. Su finalidad consiste en que dicho grupo de personas, que ha padecido perjuicios individuales, demande conjuntamente la indemnización correspondiente, cuando reúnan condiciones uniformes respecto de la causa común que originó dichos perjuicios y, que el número de personas, miembros del grupo, no sea inferior a 20.

En el caso concreto, una vez estudiados los extremos de la litis, se concluye que no se demostró que el presunto daño antijurídico alegado por los actores, provenga como consecuencia de actuaciones injustificadas, omisivas, improvisabas o irregulares por parte de las entidades demandadas y, al contrario, se observa lo que está demostrado en el proceso es que se presentan inundaciones periódicas en el sector, como en muchos sectores de la ciudad de Cartagena producto de las lluvias y claro del crecimiento de la ciudad; si el Despacho aceptará la teoría de los accionantes, se tendría que indemnizar a todo el sector que padece las mismas consecuencias que los actores lo cual sería irracional; lo que se debe demostrar y lo que se produjeron daños concretos (no prueba ningún daño en concreto todos se generalizan como viviendas desvalorizadas o bienes muebles dañados cuando ocurren las inundaciones) y que esos daños son productos de un hecho generador producto de la acción u omisión de las entidades accionadas referida a que toda condición anterior al resultado nocivo, es causa del mismo, siempre y cuando, de no haberse presentado ésta no se daría el resultado, y la última precisión que hacemos que existe entre las dos anteriores (que el despacho no la encontró probadas) es que además al NEXO DE CAUSALIDAD, pues al no encontrarse probados los daños en sí, concretos  y el hecho generador de la entidad que busca sea responsable, menos se encontrar el nexo causal, en esa condiciones no encuentra otra cosa el Despacho que negar las pretensiones de la demanda.

A las anteriores conclusiones se ha arribado, teniendo en cuenta las siguientes premisas probatorias, fácticas y normativas:
NORMATIVIDAD Y JURISPRUDENCIA APLICABLE

La acción de grupo, consagrada en el artículo 88 de la Constitución Política y reglamentada en los artículos 3, 46 a 67 y demás normas concordantes de la ley 472 de 1998, puede ser interpuesta por un número plural de personas con el objeto de obtener la reparación de los daños a ellas causados. 

Se trata de una acción eminentemente reparatoria que propende por la economía procesal y la agilidad en la administración de justicia, siempre y cuando quienes la ejerciten reúnan condiciones especiales que los identifiquen como un grupo. Su finalidad consiste en que dicho grupo de personas, que ha padecido perjuicios individuales, demande conjuntamente la indemnización correspondiente, cuando reúnan condiciones uniformes respecto de la causa común que originó dichos perjuicios y, que el número de personas, miembros del grupo, no sea inferior a 20.

De conformidad con los artículos 3 y 46 a 49 de la Ley 472 de 1998 y, con la jurisprudencia desarrollada por el Consejo de Estado
 y por la Corte Constitucional
, los requisitos de procedibilidad de la acción de grupo, son los siguientes:  

Que el grupo de afectados esté conformado, al menos, por veinte personas (art. 46), asunto que ha de estar acreditado en la demanda, o que, por lo menos, existan criterios claros para su determinación.

Que el demandante demuestre pertenecer al grupo en nombre del cual ejerce la acción.

Que el grupo reúna condiciones uniformes respecto de la causa del daño; el perjuicio individual que se reclama (art. 48), puede tener origen en la lesión de derechos colectivos o individuales (Corte Constitucional, Sentencia C - 215 de 1999).

Que el ejercicio de la acción tenga la exclusiva pretensión de obtener el reconocimiento y pago de los perjuicios. 

Que la acción sea ejercida por conducto de abogado.

Que al momento de la presentación de la demanda, no hayan transcurrido más de dos años contados a partir de la fecha en que se causó el daño, o desde cuando cesó la acción vulnerante.  

Se trata, como se dijo, de una acción resarcitoria, en la cual el daño reclamado puede provenir de la lesión de cualquier clase o categoría de derechos de las personas: derechos colectivos, derechos subjetivos de naturaleza constitucional o legal, sin que haya lugar a hacer ninguna distinción, por este aspecto
. 

El Consejo de Estado en Sentencia de 6 de agosto de 2006, realizó dos precisiones sobre las Acciones de Grupo, así: 
“…Primero, frente a los elementos de la responsabilidad que se ven envueltos en la expresión ´condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó los daños al grupo´, el Consejo de Estado considera que, no sólo se hace referencia al NEXO DE CAUSALIDAD, sino también y de forma principal, al HECHO GENERADOR DEL DAÑO, puesto que se habla de condiciones uniformes respecto de una misma CAUSA del daño, por lo que el primer paso que debe darse en este análisis, es identificar los hechos generadores del daño que se alegan en el caso concreto, los cuales deben aparecer como comunes a todos los miembros del grupo.

“El HECHO GENERADOR DEL DAÑO es aquella circunstancia que genera los respectivos perjuicios sufridos, es la acción u omisión, en si misma considerada, por la cual se cree se causaron los daños; en frente de éste, la administración de justicia cuando va admitir una demanda de acción de grupo, debe identificar que los daños sufridos por la pluralidad de personas, se imputan a un mismo hecho generador, para de allí extraer las condiciones uniformes que los identifican como GRUPO. (…)

“(…)

“La segunda precisión que debe hacerse, se refiere al NEXO DE CAUSALIDAD, pues si bien el Consejo de Estado comparte que su estudio debe ser netamente jurídico más que fáctico, no sobra señalar que esta Corporación ha tratado este tema desde hace mucho tiempo, haciendo la distinción entre imputación fáctica y jurídica
. La primera referida al normal transcurso de los hechos, teniendo en cuenta que es causa de un daño, toda aquella modificación del mundo exterior antecedente al daño y, la segunda, que va mucho más allá de los hechos, referida a los vínculos jurídicos que nacen del comportamiento humano y que de una u otra forma, unen a las personas, por ejemplo, la responsabilidad por el hecho de las cosas.

“El NEXO DE CAUSALIDAD se ha definido como aquella relación natural o jurídica que existe entre una conducta nociva y el daño. (…)

“La Sección Tercera del Consejo de Estado, ha determinado éste vínculo, la mayoría de las veces, teniendo en cuenta dos teorías: la de la equivalencia de las condiciones y, más recientemente, la teoría de la causalidad adecuada, la primera, referida a que toda condición anterior al resultado nocivo, es causa del mismo, siempre y cuando, de no haberse presentado ésta no se daría el resultado, lo que traía el problema de generar una regresión al infinito (por ejemplo, en la muerte causada por arma de fuego, aún el vendedor del arma sería causa de ésta) y, la segunda, según la cual, es causa del daño aquella condición que en un juicio ex-ante, se determina como la causa más probable -eficiente y determinante- del daño (teoría basada en las reglas de la probabilidad); una diferencia muy notada entre estas dos teorías radica en que la primera trata el nexo causal de forma esencialmente fáctica, pues mira directamente TODAS las condiciones anteriores al daño, mientras que la causalidad adecuada permite tener un enfoque más jurídico frente a este fenómeno…” 

Se puede concluir que para que prosperen las pretensiones indemnizatorias, deben ser demostrados por los demandantes los elementos que configuran la responsabilidad extracontractual del Estado, esto es, la acción u omisión generadora del daño; el daño; y el nexo causal entre éste y aquéllas; en relación con el daño es de anotar que si el objeto de la acción es obtener la indemnización de los perjuicios ocasionados al grupo, el mismo debe aparecer plenamente demostrado en el proceso, porque, en caso contrario, el sentenciador no podrá ordenar su reparación. 

CASO CONCRETO
Pretenden los accionantes que se declare responsable al Distrito de Cartagena de Indias y a la CORPORACIÓN AUTONOMA DEL CANAL DEL DIQUE “CARDIQUE”, por los perjuicios ocasionados con motivo de las inundaciones periódicas que sufren los inmuebles propiedad de los demandantes o miembros del grupo.
Manifiestan que son  propietarios de las Viviendas Ubicadas en la ribera o a lo largo de la hoya hidrográfica que recorre los barrios de la Alameda la Victoria, Villas de la Victoria, El Socorro, La Plazuela, Santa Mónica, El Cementerio Jardines de Cartagena, San Pedro, Los Alpes, Las Gaviotas y Olaya Herrera. La hoya hidrográfica en mención se encuentra identificada dentro del PLAN MAESTRO DE DRENAJES PLUVIALES DE CARTAGENA, con el número 58 y que desde hace algún tiempo sufren los rigores de GRAVES y PERMANENTES inundaciones en épocas de lluvia, las aguas penetran al interior de las viviendas, causando daños no solo a las mismas viviendas sino también los bienes muebles, todo producto de la negligencia del Distrito. Con el posterior proceso de urbanización de los barrios la Consolata, María Cano, Cesar Flórez, La Victoria, Los Jardines, San Pedro, San Femando, Alameda la Victoria, La Plazuela y adyacentes y más en la actualidad CIUDADELA 2000, y todas las urbanizaciones que se han venido construyendo a lo largo de todos estos años ha llevado a una desmedida pavimentación de calles. En la mencionada cuenca se produjo un impacto negativo sobre el curso y capacidad hidráulica del canal principal, debido a la densificación desmesurada y la falta de planeación en el desarrollo de la ciudad en esta zona, trayendo como consecuencias, inundaciones periódicas; como consecuencia de todo lo anterior, los miembros de este Grupo, señalan, se han visto seriamente afectados, como quiera que el embate de las aguas con su violenta arremetida han convertido nuestras viviendas en trampas mortales, además del deterioro e inutilidad de las mismas, hasta el punto de que estas han quedado fuera del comercio por no tener ningún valor, así mismo el arrastre de toda clase de reptiles como serpientes, material orgánico e inorgánico que contamina las aguas causando daño, sobre todo, en la salud de los menores de edad, mujeres embarazadas, así como el daño que se ha causado al medio ambiente, convirtiendo el hábitat que nos rodea en insano y dañino para todos nosotros, y que decir del impacto Psicológico que ha causado en todos, acentuándose en la población más vulnerable como son los menores de edad, como quiera que han sufrido en carne propia los sucesos desagradables acaecidos y el miedo y la zozobra que nos representa el hecho de percibir los signos inequívocos de las lluvias que se avecinan.
Por su parte las entidades accionas, manifiestan que se que opone a la responsabilidad que se le pretende endilgar a mi mandante, por cuanto no concurren en cabeza del Distrito de Cartagena, los elementos constitutivos de la responsabilidad como son la existencia de un hecho dañino, la generación de un daño y perjuicio, la relación de causalidad entre el hecho y el daño y, por supuesto, la posibilidad de imputar el daño,  y recuerda que la Ley 472 de 1998 establece que las Acciones de Grupo tienen por objeto conseguir el reconocimiento y posterior pago de una indemnización de perjuicios. En ese orden de ideas, cuando estas se ejercitan ES NECESARIO DARLE AL JUEZ TODOS LOS ELEMENTOS PROBATORIOS que le permitan hacer el reconocimiento y estimación de los perjuicios lo cual no ocurrió en este proceso.
Si bien existen en el expediente certificación del cuerpo de bomberos de las inundaciones del día 9 de noviembre de 2004 eso sólo confirma que en la ciudad se han presentado situaciones de orden climático y que es públicamente conocido que desbordaron todas las expectativas de las agencias meteorológicas.
En el presente caso el grupo demandante invoca la calidad de afectados por las inundaciones que presentan en época de lluvias y por la falta de planeación de las entidades demandadas en el otorgamiento de licencias de construcción y urbanización que se han realizado en el sector; se insiste en que para que que prosperen las pretensiones indemnizatorias, deben ser demostrados por los demandantes los elementos que configuran la responsabilidad extracontractual del Estado, esto es, la acción u omisión generadora del daño; el daño; y el nexo causal entre éste y aquéllas; el mismo debe aparecer plenamente demostrado en el proceso, porque, en caso contrario, el sentenciador no podrá ordenar su reparación. 
En el caso concreto, una vez estudiados los extremos de la litis, se concluye que no se demostró que el presunto daño antijurídico alegado por los actores, provenga como consecuencia de actuaciones injustificadas, omisivas, improvisabas o irregulares por parte de las entidades demandadas y, al contrario, se observa lo que está demostrado en el proceso es que se presentan inundaciones periódicas en el sector, como en muchos sectores de la ciudad de Cartagena producto de las lluvias y claro del crecimiento de la ciudad; si el Despacho aceptará la teoría de los accionantes, se tendría que indemnizar a todo el sector que padece las mismas consecuencias que los actores lo cual sería irracional; lo que se debe demostrar y lo que se produjeron daños concretos (no prueba ningún daño en concreto todos se generalizan como viviendas desvalorizadas o bienes muebles dañados cuando ocurren las inundaciones) y que esos daños son productos de un hecho generador producto de la acción u omisión de las entidades accionadas referida a que toda condición anterior al resultado nocivo, es causa del mismo, siempre y cuando, de no haberse presentado ésta no se daría el resultado, y la última precisión que hacemos que existe entre las dos anteriores (que el despacho no la encontró probadas) es que además al NEXO DE CAUSALIDAD, pues al no encontrarse probados los daños en sí, concretos  y el hecho generador de la entidad que busca sea responsable, menos se encontrar el nexo causal, en esa condiciones no encuentra otra cosa el Despacho que negar las pretensiones de la demanda.
Se recalca que la actividad probatoria sólo se orientó a demostrar la inundaciones que se presenten en el sector; sin ningún otro medio técnico que le diera certeza al Despacho para fundamentar una decisión condenatoria; 

La carga de la prueba
 es “una noción procesal que consiste en una regla de juicio, que le indica a las partes la autorresponsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las normas jurídicas cuya aplicación reclaman aparezcan demostrados y que, además, le indica al juez cómo debe fallar cuando no aparezcan probados tales hechos”
. Sobre este tema se ha expresado el H. Consejo de Estado
  ha sostenido:

(…)

La noción de carga ha sido definida como “una especie menor del deber consistente en la necesidad de observar una cierta diligencia para la satisfacción de un interés individual escogido dentro de los varios que excitaban al sujeto”. La carga, entonces, a diferencia de la obligación, no impone al deudor la necesidad de cumplir  -incluso pudiendo ser compelido a ello coercitivamente- con la prestación respecto de la cual se ha comprometido con el acreedor, sino que simplemente faculta  -la aludida carga-, a aquél en quien recae, para realizar una conducta como consecuencia de cuyo despliegue puede obtener una ventaja o un resultado favorable, mientras que si no la lleva a cabo, asume la responsabilidad de aceptar las consecuencias desventajosas, desfavorables o nocivas que tal omisión le acarree. 

Trayendo este concepto al ámbito del proceso y de la actividad probatoria dentro del mismo, la noción de carga se traduce en que a pesar de que la igualdad de oportunidades que, en materia de pruebas, gobierna las relaciones entre las partes procesales, dicho punto de partida no obsta para que corra por cuenta de cada una de ellas la responsabilidad de allegar o procurar la aportación, al expediente, de la prueba de ciertos hechos, bien sea porque los invoca en su favor, bien en atención a que de ellos se deduce lo que pide o a lo que se opone, ora teniendo en cuenta que el hecho opuesto está exento de prueba -verbigracia, por venir presumido por la ley o por gozar de noto​riedad o por tratarse de una proposición (afirmación o negación) indefinida-. (subrayado fuera del texto)
(…). 

Así pues, la carga de la prueba expresa las ideas de libertad, de autorresponsabilidad, de diligencia y de cuidado sumo en la ejecución de una determinada conducta procesal a cargo de cualquiera de las partes. El tratadista Devis Echandia define la expresión carga de la siguiente manera
:
[…] podemos definir la carga como un poder o facultad (en sentido amplio), de ejecutar, libremente, ciertos actos o adoptar cierta conducta prevista en la norma para beneficio y en interés propio, sin sujeción ni coacción y sin que exista otro sujeto que tenga el derecho a exigir su observancia, pero cuya inobservancia acarrea consecuencias desfavorables.

En ese orden de ideas, el contenido material que comporta la carga de la prueba está determinado por la posibilidad que tienen las partes de obrar libremente para conseguir el resultado jurídico (constitutivo, declarativo o de condena) esperado de un proceso, aparte de indicarle al juez cómo debe fallar frente a la ausencia de pruebas que le confieran certeza respecto de los asuntos sometidos a su conocimiento
.

A lo anterior se debe agregar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código General del Proceso, “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.
IV. LA DECISION

Por lo anterior, el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Cartagena, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Declarar probada la excepción de INEXISTENCIA OE LA VULNERACIÓN y OBLIGACIÓN, según las consideraciones de la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: Deniéguese las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

TERCERO: Una vez en firme ésta sentencia, archívese el expediente dejando las constancias del caso.

NOTIFÍQUESE   Y CÚMPLASE

ENRIQUE ANTONIO DEL VECCHIO DOMINGUEZ
Juez Octavo Administrativo del Circuito de Cartagena
� Consejo de Estado, Sección Tercera, exp. AG-001de 2000, AG-0401de 2004 y AG-0116 de 2004. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-215 del 14 de abril de 1999. M. P: Dra. Martha Victoria Sáchica


� Véase: Consejo de Estado, Sección Tercera, exp. AG-1541 de 2004. 





� “En relación con los hechos que inciden en la producción de un daño, es importante diferenciar las imputaciones fácticas y jurídicas, entendidas las primeras como las indicaciones históricas referidas a los hechos en los cuales el demandante edifica sus pretensiones, o el señalamiento de las causas materiales en criterio de quien imputa, que guardan inmediatez con el hecho y que, se considera, contribuyeron desde el punto de vista físico a la concreción del daño. En tanto que las imputaciones jurídicas aluden a la fuente normativa de deberes y de obligaciones (constitucionales, administrativas, convencionales, legales o contractuales) en las cuales se plasma el derecho de reclamación.” CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia del 18 de marzo de 2004. Exp. 14338 Actor: Rafael Antonio Artunduaga Bastos y otros. Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez. En el mismo sentido: Sección Tercera. Sentencia del 11 de noviembre de 2002. Exp. 13818. Actor: Ana Lucía Reinosa Castañeda y otros. Consejero Ponente: María Elena Giraldo Gómez.; Sección Tercera. Sentencia del 27 de noviembre de 2002. Exp. 13774. Actor: Sociedad Jassir Gómez y Cía. Ltda. Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez.”





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia de 2 de agosto de 2006, Exp. 250002324000-2005-(AG-0495)-01, Sección Tercera, M.P. Ramiro Saavedra Becerra. La Sala aclaró en esta providencia que, en el ejemplo que citó la Corte Constitucional en la Sentencia C- 569 de 2004, relacionado con la afectación de los intereses de los consumidores por productos defectuosos y según el cual si se hacía una imputación puramente fáctica, existían tantos nexos de causalidad como contratos, por lo que no podría hablarse de condiciones uniformes respecto de una misma causa y no quedarían protegidos estos intereses por la acción de grupo, ello no se debe a un enfoque fáctico del nexo, sino a una mala identificación de las causas de un daño, pues, por el contrario, fácticamente la mala producción del bien también sería causa del daño.





� Consejo de Estado, sentencia 17995 proferida por la Sección Tercera el 28 de abril de 2010, M.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007, pág. 249. De manera más detallada el tratadista Devis Echandía expone lo siguiente: “Para saber con claridad qué debe entenderse por carga de la prueba, es indispensable distinguir los dos aspectos de la noción: 1°) por una parte, es una regla para el juzgador o regla del juicio, porque le indica cómo debe fallar cuan�do no encuentre la prueba de los hechos sobre los cuales debe basar su deci�sión, permitiéndole hacerlo en el fondo y evitándole el proferir un non liquet, esto es, una sentencia inhibitoria por falta de pruebas, de suerte que viene a ser un sucedáneo de la prueba de tales hechos; 2°) por otro aspecto, es una regla de conducta para las partes, porque indirectamente les señala cuáles son los hechos que a cada una le interesa probar (a falta de prueba aducida oficiosamente o por la parte contraria; cfr., núms. 43 y 126, punto c), para que sean considerados co�mo ciertos por el juez y sirvan de fundamento a sus pretensiones o excepciones.” DEVIS ECHANDIA, Hernando. Teoría general de la prueba judicial. Bogotá: Editorial Temis. 2002., pág. 405. De lo anterior, este último autor afirma: “De las anteriores consideraciones, deducimos la siguiente definición: carga de la prueba es una noción procesal que contiene una regla de juicio, por medio de la cual se le indica al juez cómo debe fallar cuando no encuentre en el proceso pruebas que le que le den certeza sobre los hechos que deben fundamentar su decisión, e indirectamente establece a cuál de las partes le interesa la prueba de tales hechos, para evitarse las consecuencias desfavorables.” Idem. pág 406.


� Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de diciembre 11 de 2007. Radicado 110010315000200601308 00.


� DEVIS ECHANDIA. Op. Cit., pág. 401. El autor citado elabora una excelente presentación sobre las distintas posiciones teóricas sobre el contenido de la noción carga. Las mismas se pueden encontrar en: Ibid., págs. 378-401.


� En ese mismo sentido consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias proferidas el 19 de agosto del 2009, Exp. 17.563 y del 18 de febrero de 2010, Exp. 18006, entre otras. 
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